SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA No 020
RADICACIÓN: 660013187003202400146-01
ACCIONANTE:    JHON FABIO RICO LÓPEZ
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / CONCURSOS DE MÉRITO / NOMBRAMIENTOS / SUBSIDIARIEDAD 

CONCURSOS DE MÉRITO – Norma de convocatoria.
… Mediante los concursos de méritos, se establece la posibilidad de que todos los ciudadanos puedan aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar a través de la convocatoria respectiva, los parámetros que serán de obligatorio acatamiento para los que cumplan los requisitos mínimos; es decir, la convocatoria es la norma que regula todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades encargadas de su realización e igualmente a las personas que participaran en las mismas, quienes de contera desde el momento de la inscripción aceptan de manera tácita todas las condiciones allí contenidas. 
SUBSIDIARIEDAD – Reglas jurisprudenciales.
Pues bien, para el Tribunal tal pretensión no es atendible por el juez de tutela, en virtud del principio de subsidiariedad que la rige: de un lado, existe una herramienta de defensa judicial que se presume idónea y eficaz, como lo es el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho -artículo 138 de la Ley 1437 de 2011-; de otro, no se satisfacen las subreglas fijadas en la jurisprudencia constitucional para la procedencia de la tutela frente a las controversias relacionas con los concursos de méritos, ya que (i) no se trata de un empleo que cuente con un periodo fijo determinado en la Constitución o la ley, (ii) no se identifican trabas para el nombramiento en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles, ni para todos aquellos que ocupan posición de mérito para proveer las vacantes ofertadas (iii) la discusión no se enmarca en asuntos de marcada relevancia constitucional que escape del alcance o control del juez de lo contencioso administrativo, y (iv) el accionante no afronta condiciones particulares que permitan establecer que le resultaría desproporcionado acudir al mecanismo ordinario.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, diecinueve (19) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 173
Hora: 3:10 p.m.

Radicación: 66001318700320240014601
1.- VISTOS 

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el accionante JHON FABIO RICO LÓPEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela promovida en contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- y la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-.
2.- DEMANDA 

De lo expuesto por el accionante en su solicitud de tutela, se extrae lo siguiente: 

(i) Participó en el “PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 MODALIDAD DE INGRESO”, para el cargo de GESTOR I, nivel profesional, grado 1, código de empleo 301 (OPEC-198476).
(ii) Agotadas las etapas de selección, mediante Resolución 7480 de marzo 12 de 2024, la CNCS conformó la lista de elegibles para proveer las 189 vacantes ofertadas en el empleo de referencia, listado en el que el señor JHON RICO ocupó la posición 91. 

(iii) La DIAN expidió la circular 00005 de marzo 01 de 2024, en la cual estableció los tiempos requeridos para surtir las etapas de nombramiento y posesión en periodo de prueba. 

(iv) El curso de inducción institucional se llevó a cabo entre septiembre 24 y octubre 02 de 2024.

(v) Cumplió con los trámites y acciones previas al nombramiento y posesión, conforme con el comunicado de bienvenida que remitió la DIAN en octubre 21 de 2024. 
(vi) Los resultados sobre las audiencias de escogencia de sede se publicaron en diciembre 10 de 2024.
(vii) Luego de trece (13) días después de la publicación de resultados, no ha recibido notificación sobre el acto administrativo de nombramiento en periodo de prueba, encontrándose caducados los tiempos de la circular 00005 y concluidas las etapas que estaban pendientes.
Solicitó el amparo de sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se ordene a la DIAN que, en un término perentorio, (i) realice su nombramiento en periodo de prueba para el cargo que aplicó en el proceso de selección, en virtud de la lista de elegibles conformada mediante Resolución No. 7480 de marzo 12 de 2024 y, además, (ii) proceda a realizar la posesión de rigor dentro de los diez (10) días siguientes a la aceptación del nombramiento. 

Subsidiariamente, pidió que se conmine a la DIAN a informar la fecha máxima para emitir el acto administrativo de nombramiento. 

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la tutela –diciembre 31 de 2024-, el despacho dispuso vincular en un inicio a la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES -DIAN-, y con posterioridad a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-.  
3.2.- Las entidades vinculadas entidades se pronunciaron así: 

3.2.1.- El apoderado de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN, en lo concreto del asunto, advirtió que la entidad ha actuado en el marco legal, con respeto a las reglas fijadas en el Acuerdo de convocatoria del PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 y demás normas que regulan la materia -Decreto Ley 71 de 2020 derogado por el Decreto 927 de 2023, y la Circular 0005 del 1° de marzo de 2024 de la DIAN-. Indicó que, desde la conformación de la Lista de Elegibles -Resolución No. 7480 de marzo 12/2024-, la entidad ha generado las acciones necesarias para lograr la expedición del nombramiento en periodo de prueba de los 189 elegibles que ocuparon la posición meritoria. 

Destacó que, en las etapas subsiguientes a la firmeza de la lista de elegibles, se adelantó el procedimiento previsto en el Acuerdo 19/2024 de la CNSC y la Circular 005 de 2024 de la DIAN, para procurar el desempate en las 41 posiciones en las que se presentó empate. Además, la ejecución del proceso de selección de la OPEC 198476 se presentaron fallos de tutela que retrasaron el proceso en general, lo que llevó incluso a programar nueva audiencia de escogencia sede en diciembre 2 a 4 de 2024, cuando ya se había agotado la inicialmente programada. 
Advirtió que, surtidas las etapas de (i) desempate, (ii) audiencia pública de escogencia de sede (ciudad) e (iii) inducción, proceden las etapas finales previas al nombramiento en periodo de prueba y que solo se surten cuando se ha establecido la ubicación geográfica de los elegibles, esto es: (a.) verificación de cumplimiento de requisitos mínimos del empleo para cada uno de los integrantes de la lista de elegibles y (b.) estudio del perfil de los elegibles en posición meritoria, para determinar la dependencia en la cual prestarán sus servicios. Dichas labores implican tiempo y un esfuerzo operativo de consideración, en tanto que la entidad seguía trabajando para comunicar en los diez (10) días subsiguientes los nombramientos respectivos, con la acotación final que se trata de la provisión de 4.700 empleos ofertados.
Solicitó que se deniegue el amparo de tutela por inexistencia de vulneración alguna a los derechos fundamentales invocados por parte de esa entidad
3.2.2.- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-, solicitó la desvinculación de esa entidad por falta de legitimación en la causa por pasiva, dado que la CNSC no tiene competencia frente a los trámites de nombramiento en periodo de prueba y posesión como resultado del proceso de selección previamente agotado, función que en el caso concreto es responsabilidad de la DIAN como autoridad nominadora. 

3.3.- Durante el traslado de la acción de tutela a las partes vinculadas, presentaron memoriales de coadyuvancia de los ciudadanos LUIS MIGUEL MACHADO ALOMIA y ANA MARÍA IDÁRRAGA GIRALDO, como integrantes de la Lista de Elegibles de la OPEC 198476, quienes afirmaron que la DIAN afectó sus derechos fundamentales por la dilación del procedimiento de nombramiento en periodo de prueba y posesión, pese a que se cumplieron todas las etapas del proceso de selección, sin existir justificación para las dilaciones adicionales. No es procedente la doble verificación de requisitos mínimos para el desempeño del cargo, lo cual ya fue verificado por el operador del proceso de selección y se convalidó al expedirse la lista de elegibles por pare de la CNSC.

3.4.- En escritos complementarios, el señor JHON RICO reiteró su solicitud de amparo de tutela de los derechos fundamentales que estimó vulnerados por la DIAN y pidió tener como referente un caso de tutela similar promovido por la ciudadana Karen Vanesa Angulo Cuero, fallado de manera favorable por otra autoridad judicial. Además, refutó los argumentos que expuso el apoderado de la DIAN en defensa de la entidad, considerando que la entidad incumplió los términos legales para atender la obligación de realizar el nombramiento que reclama. 
3.5.- Agotado lo anterior, mediante providencia de enero 10 de 2025, el Juzgado resolvió negar por improcedente la acción de tutela promovida por el señor JHON FABIO RICO LÓPEZ.

Para llegar a la anterior decisión, el funcionario de primera sede argumentó que, de un lado, ninguna acción u omisión existió en detrimento de los derechos fundamentales que invocó el accionante y, por el contrario, se estableció que las entidades accionadas atendieron la normatividad vigente frente a los términos y parámetros previos a la expedición del acto administrativo que reclama el accionante, quien debe ceñirse a las condiciones de espera en igualdad de condiciones respecto de los demás integrantes de la lista de elegibles del empleo ofertado, sin que sea dable dar preferencia a su nombramiento sin vislumbrarse vulneración de derecho alguno.
De otro lado, la acción de tutela no está concebida para la controversia planteada por el señor JHON RICO en tanto existan otros instrumentos judiciales para resolverla. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor JHON FABIO RICO LÓPEZ impugnó la decisión, en esencia, porque considera que se desconoció la vulneración sus derechos fundamentales y no se hizo un análisis riguroso a las acciones y omisiones de la DIAN, entidad que, al no emitir el acto administrativo de nombramiento dentro de los términos legales, ya que el término legal venció en diciembre 24 de 2024, circunstancia que afecta gravemente sus garantías fundamentales al trabajo, el debido proceso, el acceso a cargos públicos por mérito, igualdad y mínimo vital, ante la incertidumbre por la dilación administrativa injustificada, sin garantizar condiciones equitativas para todos los integrantes de la lista de elegibles y privándole del acceso al empleo público y en detrimento de la estabilidad económica. Tal situación mina la confianza en el concurso de méritos y en la institucionalidad en general. 
En su sentir, la acción de tutela es procedente para evitar un perjuicio irremediable, como quiera que la Lista de Elegibles tiene una vigencia de dos años, lo que implica que relegar el caso a la jurisdicción contencioso administrativo perpetuaría la violación de derechos, pues al momento de tener una decisión definitiva la lista habrá perdido su validez, siendo deber del juez constitucional garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales.  
El hecho de que la DIAN esté trabajando para la emisión de actos administrativos de nombramientos no constituye un hecho superado en los términos que define la jurisprudencia constitucional. 

Pidió que se revoque el fallo impugnado y se conceda el amparo de tutela a su favor, conforme a las pretensiones de la solicitud de tutela.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela promovida por el señor JHON FABIO RICO LÓPEZ, en la cual pretende que la DIAN realice el nombramiento en periodo de prueba y la subsiguiente posesión en el cargo de Gestor 1 código 301 Grado 1 OPEC 198476, al haberse agotado el proceso de selección y etapas subsiguientes la conformación de la lista de elegibles, estimándose que la entidad incumplió el término legalmente establecido para tal fin.
De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por la parte recurrente. 

5.2.- Solución a la controversia

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como un trámite preferente y sumario que procede sólo en las situaciones aludidas, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de manera excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata. Por tanto, en principio se debe superar el examen de procedibilidad de la acción de tutela, porque como bien lo ha planteado en varias ocasiones la Corte Constitucional, se trata de un mecanismo de origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales.
El citado artículo 86 C.P, en concordancia con lo previsto en los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto 2591/91, dispone los elementos que el operador jurídico debe observar con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, entendiendo que estos son: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.
En cuanto a los dos primeros requisitos, la Corporación no hará ningún estudio, toda vez que sobre ellos no existe controversia alguna; empero, en cuanto a la subsidiariedad, se dirá lo siguiente: 

Mediante los concursos de méritos, se establece la posibilidad de que todos los ciudadanos puedan aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar a través de la convocatoria respectiva, los parámetros que serán de obligatorio acatamiento para los que cumplan los requisitos mínimos; es decir, la convocatoria es la norma que regula todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades encargadas de su realización e igualmente a las personas que participaran en las mismas, quienes de contera desde el momento de la inscripción aceptan de manera tácita todas las condiciones allí contenidas. Obsérvese:
“La convocatoria es “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de autovinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada.” 

En el caso sometido a estudio, el accionante indicó que se inscribió al Concurso de Méritos DIAN 2022, convocado por la CNSC mediante Acuerdo CNT2022AC000008 diciembre 29 de 2022, como aspirante en la modalidad ingreso para el cargo de “GESTOR I”, código 301, grado 1 -OPEC 198476-, proceso de selección en el cual logró ubicarse en posición de mérito en la Lista de Elegibles conformada mediante la Resolución No. 7480 de marzo 12 de 2024. 
No obstante, pese a que ya se surtieron las etapas subsiguientes de (i) definición puesto en condición de empate, (ii) curso de inducción institucional y (iii) audiencia de escogencia de vacantes -cuyo resultado adquirió firmeza con la comunicación oficial de diciembre 10 de 2024-,  la DIAN no ha procedido con el nombramiento en periodo de prueba de los elegibles en posición de mérito para las 189 vacantes ofertadas, encontrándose vencido el plazo definido en la Circular 00005 de marzo 01 de 2024. 
En adición, sostuvo que la DIAN no justificó las razones para realizar una nueva verificación de requisitos para el cargo ofertado con los elegibles, lo cual ya hizo el operador del proceso de selección y fue convalidado con la conformación de la lista de elegibles, así como tampoco hay lugar a que la DIAN dilate el nombramiento para estudiar el perfil de los aspirantes en posición de mérito, pues el tiempo transcurrido desde la conformación de la lista de elegibles, implica que esa labor ya debió estar agotada. 
Al respecto, el juzgado A-quo consideró improcedente el amparo constitucional, de un lado, porque ninguna vulneración de los derechos invocados se vislumbró en el proceso surtido por la DIAN en el agotamiento de trámites necesarios para realizar los nombramientos en periodo de prueba de los integrantes de la lista de elegibles en el respectivo empleo ofertado, gestión que se ciñó a las normas vigentes y aplicables en la materia, en tanto que el interesado contaba con un mecanismo de defensa judicial para controvertir las determinaciones contenidas en los actos administrativos. 
La discrepancia del accionante radica en que, en su sentir, la DIAN omitió cumplir con la obligación de atender los términos legales para realizar su nombramiento en periodo de prueba, lo que vulnera sus derechos fundamentales de acceso a cargos públicos, al debido proceso, igualdad, trabajo y mínimo vital, proyectando en su contra un perjuicio irremediable por la afectación que supone la ausencia de nombramiento y posesión, y el hecho de no devengar los respectivos salarios, circunstancia por la que el mecanismo judicial ante la jurisdicción contencioso administrativo resulta ineficaz y hace procedente la protección de tutela como medida definitiva para conjurar la transgresión de derechos. 
Como se advera, el accionante pretende conminar a la DIAN que obvie los trámites administrativos previos al nombramiento, comunicados a los interesados en dichas actuaciones mediante Circular 005 de marzo 01 de 2024. 

Es decir, el señor JHON RICO reclama en sede constitucional la suspensión del mencionado acto administrativo emitido por la DIAN, para que se proceda con su nombramiento inmediato en periodo de prueba y subsiguiente posesión al cargo para la cual optó en la audiencia pública de escogencia de vacantes de la OPEC 198476, al considerar que las etapas de verificación de requisitos y estudio del perfil de los elegibles representan dilaciones injustificadas y contravienen sus derechos fundamentales frente a la expectativa de legítima que supone el estar en una lista de elegibles en posición de mérito para ocupar una de las vacantes ofertadas. . 
Pues bien, para el Tribunal tal pretensión no es atendible por el juez de tutela, en virtud del principio de subsidiariedad que la rige: de un lado, existe una herramienta de defensa judicial que se presume idónea y eficaz, como lo es el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho -artículo 138 de la Ley 1437 de 2011-; de otro, no se satisfacen las subreglas fijadas en la jurisprudencia constitucional para la procedencia de la tutela frente a las controversias relacionas con los concursos de méritos
, ya que (i) no se trata de un empleo que cuente con un periodo fijo determinado en la Constitución o la ley, (ii) no se identifican trabas para el nombramiento en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles, ni para todos aquellos que ocupan posición de mérito para proveer las vacantes ofertadas (iii) la discusión no se enmarca en asuntos de marcada relevancia constitucional que escape del alcance o control del juez de lo contencioso administrativo, y (iv) el accionante no afronta condiciones particulares que permitan establecer que le resultaría desproporcionado acudir al mecanismo ordinario.
En ese contexto, se advierte que, como bien lo destacó el A-quo, tampoco se acreditó la convergencia de un perjuicio irremediable, el cual se configura cuando se identifica un riesgo cierto, grave e inminente para los derechos de la parte accionante. 
Si bien el señor RICO LÓPEZ refirió la afectación de sus derechos fundamentales, entre ellos el acceso al cargo público por mérito, el derecho al trabajo y la garantía al mínimo vital y móvil, tal afirmación está desprovista de prueba alguna, pero también resulta inverosímil en la medida que la DIAN no ha emitido pronunciamiento alguno para negar o suspender el nombramiento del elegible en el empleo público ofertado, en tanto que el acceso a los salarios que pueda devengar en el ejercicio del cargo público es hasta el momento una simple expectativa y, por lo tanto, son emolumentos que no tienen aún repercusión en la economía del accionante ni de su núcleo familiar. 
Se itera, la controversia se enfoca en la oposición del accionante para el agotamiento por parte de la DIAN de etapas previas a los nombramientos, pero tal determinación administrativa no representa una amenaza grave e inminentemente para los derechos fundamentales invocados, menos cuando se trata de una decisión motivada y que se amparó en disposiciones legales preexistentes
.
Como cuestión final, la Sala advierte que, si el propósito del accionante es cuestionar la actuación de la DIAN por un eventual e injustificado desconocimiento de los términos establecidos en el marco del concurso de méritos para pasar a la fase de nombramientos, con lo cual se argumenta la presunta vulneración del debido proceso administrativo de cara a las reglas que rigen en la convocatoria del proceso de selección, en virtud del principio de subsidiariedad, el interesado debe agotar previamente las instancias ante la entidad accionada, a fin de establecer si incurrió en mora injustificada o no.
Sobre el particular, esta Corporación ha insistido en que la acción de tutela resulta improcedente bajo el presupuesto de subsidiariedad para ahondar en pretensiones que no han sido reclamadas ante la autoridad accionada, pues toda persona que pretenda acceder a cualquier servicio que lleve implícito la garantía de un derecho fundamental, debe acudir primero a la entidad obligada antes de reclamar su protección por vía de tutela, así como lo enfatiza la jurisprudencia constitucional: 

“En tal virtud, el actor no puede pretender que a través de la acción de tutela se ordene la protección de un derecho fundamental cuando la entidad accionada no ha realizado ninguna acción u omisión en detrimento de sus derechos fundamentales, pues como se advirtió, éste debió haber tramitado el derecho de petición para que la accionada pudiera actuar.”
 
Así las cosas, se tiene que la discusión que plantea el señor JHON RICO en realidad desborda la competencia del juez de tutela, toda vez que su intención es controvertir la validez del acto administrativo por su desacuerdo con lo allí dispuesto, el cual, valga decirlo, goza de la presunción de acierto y legalidad, por lo que debe acudirse a la jurisdicción de lo contencioso administrativo; asimismo, la discusión sobre el presunto incumplimiento de términos para pasar a la fase de nombramientos en el proceso de selección en cuestión, debe ser objeto de reclamación ante la autoridad obligada. 

En esas circunstancias, la Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

6.- decisión.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en enero 10 de 2025 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela presentada por el señor JHON FABIO RICO LÓPEZ contra de la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales -DIAN- y la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.
Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia SU-446/11.


� La sentencia T-081 de 2022 señaló: “la acción de tutela no es, por regla general, el mecanismo judicial dispuesto para resolver las controversias que se derivan del trámite de los concursos de méritos, cuando ya se han dictado actos administrativos susceptibles de control por parte del juez de lo contencioso administrativo, en especial, cuando ya existe una lista de elegibles. Sin embargo, el juez de tutela deberá valorar si, atendiendo a las circunstancias del caso concreto, los medios de control ante la justicia administrativa son eficaces para resolver el problema jurídico propuesto, atendiendo a las subreglas previamente mencionadas, esto es, (i) si el empleo ofertado cuenta con un periodo fijo determinado por la Constitución o por la ley; (ii) si se imponen trabas para nombrar en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles; (iii) si el caso tiene una marcada relevancia constitucional; y (iv) si resulta desproporcionado acudir al mecanismo ordinario, en respuesta a las condiciones particulares del accionante”. -Tesis reiterada en la Sentencia T-151/22-


� Circular Número 005 de marzo 01/2024, numeral “4.1.”, inciso segundo: “En todo caso, de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.5.1.5 del Decreto 1083 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 648 de 20177, y los artículos 4 º y 5º de la Ley 190 de 1995[8], corresponde al Subdirector de Gestión de Empleo Público, antes de proyectar y tramitar los respectivos actos de nombramientos, verificar y certificar que los elegibles cumplen los requisitos exigidos para la expedición del acto de nombramiento, según la Constitución, la ley[9], los reglamentos y el Manual Específico de Requisitos y Funciones -MERF utilizado para la realización de este proceso de selección, así como verificar los antecedentes fiscales, disciplinarios, judiciales, medidas correctivas, registro de deudores alimentarios morosos, entre otros, dejando las constancias respectivas.”


[8] Artículo 4º.- El jefe de la unidad de personal de la entidad que reciba una solicitud de empleo, o quien haga sus veces, dispondrá de un término de quince (15) días para velar porque la correspondiente hoja de vida reúna todos los requisitos. Si a ello hubiere lugar, dejará constancia escrita de las correspondientes observaciones.


Artículo 5º.- En caso de haberse producido un nombramiento o posesión en un cargo o empleo público o celebrado un contrato de prestación de servicios con la administración sin el cumplimiento de los requisitos para el ejercicio del cargo o la celebración del contrato, se procederá a solicitar su revocación o terminación. según el caso, inmediatamente se advierta la infracción.


[9] Además de las definidas por el artículo 2.2.5.1.4 del Decreto 1083 de 2015, para efectos de nombramientos y posesiones debe verificarse:


· Ley 2097 de 2021 artículo 6 - 2. No se podrá nombrar ni posesionar en cargos públicos ni de elección popular a las personas reportadas en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos, hasta tanto no se pongan a paz y salvo con las obligaciones alimentarias. A partir de la fecha se debe solicitar el certificado del Registro de Deudores Alimentarios Morosos - REDAM.


· Ley 1801 de 2016 artículo 183. Consecuencias por el no pago de multas. Si transcurridos seis meses desde la fecha de imposición de la multa, esta no ha sido pagada con sus debidos intereses, hasta tanto no se ponga al día, la persona no podrá:


(...)


2. Ser nombrado o ascendido en cargo público. (...).


� Sentencia T-329/11 





Página 9 de 9

